
 

SIGMA 

República de Colombia 

Rama Judicial 

Jurisdicción Contenciosa Administrativa de La Guajira 

Juzgado Segundo Administrativo Mixto del Circuito de Riohacha 

 

Correo Memoriales de procesos radicados: j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Calle 7 No 15 – 58 - Oficina 406 

Palacio de Justicia 
Teléfono: (5) 7272443 
Celular: 3137081288  

Riohacha – La Guajira 
 

 

 
 

TRASLADO DE EXCEPCIONES  
 

 
 

 

Hoy, tres (03) de Marzo de dos mil veintidós (2022), a las ocho de la 
mañana (8:00 am.), se corre traslado a la parte demandante por el 
termino establecido en lo dispuesto en el artículo 175 parágrafos No. 2 
del C.P.A.C.A de las EXCEPCIONES, presentada en la contestación de 
la demanda, dentro del proceso que se tramita por el Medio de Control 
de CONTROVERSIA CONTRACTUALES promovido por 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA contra DEPARTAMENTO 
DE LA GUAJIRA Y OTROS radicado bajo N° 44-001-33-40-002-2019-
00022-00. 
 
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 
parágrafos No. 2 del C.P.A.C.A en concordancia con el 110 del Código 
General del Proceso. 
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Medio de control: Controversias Contractuales Expediente: 44001 33 40 002 2019 00022
00 Demandante: Universidad Nacional de Colombia Demandado: Departamento de La
Guajira Asunto: Allega poder

Maycol Rodriguez Díaz <mrodriguezd@rdcabogados.com>
Lun 08/11/2021 10:47
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  notificacionesjudiciales@laguajira.gov.co <notificacionesjudiciales@laguajira.gov.co>

Bogotá, noviembre 3 de 2021
 
Señores
JUZGADO 2 ADMINISTRATIVO DE RIOHACHA
Att. Dra. Aura Sánchez Jaramillo
Calle 7 No. 15 - 58
j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co  
Teléfono: 7285385 - 7285385 Ext 158
Riohacha, La Guajira

 
Medio de control:        Controversias Contractuales
Expediente:                 44001 33 40 002 2019 00022 00
Demandante:              Universidad Nacional de Colombia
Demandado:                Departamento de La Guajira
Asunto:                        Allega poder
 

 
Respetada Señora Juez:
 
MAYCOL RODRÍGUEZ DIAZ, identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi

firma, actuando como apoderado de la Universidad Nacional de Colombia, según memorial poder
adjunto, comparezco ante el Despacho con el fin de allegar el poder que me ha sido conferido para
actuar en el presente asunto a propósito del fallecimiento del Dr. Ramiro Mesa Vélez, quien fungía
como apoderado de la Universidad; circunstancia que acredito con el Registro Civil de Defunción que se
acompaña.

 
Ruego entonces, me sea reconocida personería para actuar en los términos y para los efectos del

poder adjunto, surtido lo cual, podré ser notificado en la dirección y teléfonos suministrados en el
membrete del presente documento, así como en el correo electrónico mrodriguezd@rdcabogados.com
el cual corresponde al suministrado en el Registro Nacional de Abogados.

 
Finalmente, solicito se me conceda acceso al expediente, para que en calidad de nuevo

apoderado de la Universidad, pueda ejercer adecuadamente su representación.
 
Para los fines del Decreto 806 de 2020, el presente memorial y sus anexos será copiado a la

dirección notificacionesjudiciales@laguajira.gov.co según lo señala la página web del Departamento.

Atentamente,
 
 
 
 

MAYCOL RODRÍGUEZ DÍAZ
C.C. No. 80.842.505 de Bogotá

T.P. No. 143.144 del C. S. de la Jud.
mrodriguezd@rdcabogados.com

Se adjunta:       Registro civil de defunción Dr. Ramiro Mesa Vélez

-- 
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Bogotá, noviembre 3 de 2021 

 

Señores 

JUZGADO 2 ADMINISTRATIVO DE RIOHACHA 

Att. Dra. Aura Sánchez Jaramillo 

Calle 7 No. 15 - 58 

j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co   

Teléfono: 7285385 - 7285385 Ext 158 

Riohacha, La Guajira 

 

Expediente:   44001 33 40 002 2019 00022 00 

Medio de control:  Controversias Contractuales 

Demandante:   Universidad Nacional de Colombia 

Demandado:   Departamento de La Guajira 

Asunto:   Allega poder 

 

 

Respetada Señora Juez: 

 

MAYCOL RODRÍGUEZ DIAZ, identificado civil y profesionalmente como aparece al 

pie de mi firma, actuando como apoderado de la Universidad Nacional de Colombia, según 

memorial poder adjunto, comparezco ante el Despacho con el fin de allegar el poder que 

me ha sido conferido para actuar en el presente asunto a propósito del fallecimiento del 

Dr. Ramiro Mesa Vélez, quien fungía como apoderado de la Universidad; circunstancia que 

acredito con el Registro Civil de Defunción que se acompaña. 

 

Ruego entonces, me sea reconocida personería para actuar en los términos y para 

los efectos del poder adjunto, surtido lo cual, podré ser notificado en la dirección y teléfonos 

suministrados en el membrete del presente documento, así como en el correo electrónico 

mrodriguezd@rdcabogados.com el cual corresponde al suministrado en el Registro 

Nacional de Abogados. 

 

Finalmente, solicito se me conceda acceso al expediente, para que en calidad de 

nuevo apoderado de la Universidad, pueda ejercer adecuadamente su representación. 

 

Para los fines del Decreto 806 de 2020, el presente memorial y sus anexos será 

copiado a la dirección notificacionesjudiciales@laguajira.gov.co según lo señala la página 

web del Departamento. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

MAYCOL RODRÍGUEZ DÍAZ 

C.C. No. 80.842.505 de Bogotá 

T.P. No. 143.144 del C. S. de la Jud. 

mrodriguezd@rdcabogados.com 

Se adjunta:  Registro civil de defunción Dr. Ramiro Mesa Vélez 
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RV: Contestación -Controversias Contractuales Rad. N° 2019-00022-00 - Universidad
Nacional de Colombia.docx

Juan Carlos Perez Franco <Juan.Perez@minhacienda.gov.co>
Mar 11/01/2022 10:19
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>

 
 
De: Juan Carlos Perez Franco 

Enviado el: martes, 11 de enero de 2022 9:02 a. m.

Para: notificaciones_ofijurldica_bog@unai.edu.co; ramiromesaveiez@yahoo.com;
jadmin02rch@notificacionesrj.gov.co; vsierra@procuraduria.gov.co; procjudadm202@procuraduria.gov.co;
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; notificaciones@laguajira.gov.co; oficinajuridicadpto@outlook.com;
notificaciones_ofijuridica_bog@unal.edu.co; ramiromesavelez@yahoo.com

Asunto: RV: Contestación -Controversias Contractuales Rad. N° 2019-00022-00 - Universidad Nacional de
Colombia.docx
 
 
 

De: Juan Carlos Perez Franco 

Enviado el: martes, 4 de enero de 2022 11:53 a. m.

Para: notificaciones_ofijurldica_bog@unai.edu.co; ramiromesaveiez@yahoo.com;
jadmin02rch@notificacionesrj.gov.co; vsierra@procuraduria.gov.co; procjudadm202@procuraduria.gov.co;
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; notificaciones@laguajira.gov.co; oficinajuridicadpto@outlook.com;
notificaciones_ofijuridica_bog@unal.edu.co; ramiromesavelez@yahoo.com

CC: Franky Stevan Pinilla Cordoba <Franky.Pinilla@minhacienda.gov.co>

Asunto: Contestación -Controversias Contractuales Rad. N° 2019-00022-00 - Universidad Nacional de
Colombia.docx
 
 

Juan Carlos Perez Franco 

Asesor

Grupo De Representación Judicial

Juan.Perez@minhacienda.gov.co

Carrera 8 No. 6 C 38 - Código Postal 111711 

Conmutador (57) 601 3811700 Extensión: 4249

Bogotá D.C. Colombia 


 

www.minhacienda.gov.co      @MinHacienda 


Imprimir este correo no da un valor probatorio por ser una copia, el original por favor consérvelo dentro
del outlook o pc y absténgase de imprimir. Evitemos desperdicio de espacio, tiempo y papel. 
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4.2.0.1.  Grupo de Representación Judicial 
 
 
 

Radicado entrada  
No. Expediente 96/2022/OFI 

 
 

Dra. KELLY NIEVES CHAMORRO  
Juzgado Segundo Administrativo Mixto del Circuito Judicial  
Riohacha – Guajira 
 
 
 
 
MEDIO DE CONTROL:  Controversias Contractuales    
RADICADO  :   44001 -33 – 40 – 002 – 2019 - 00022 - 00  
ACCIONANTE :  Universidad Nacional de Colombia         
ACCIONADOS :    Ministerio de Hacienda y Crédito Público y otros 
                    
 
JUAN CARLOS PÉREZ FRANCO, identificado como aparece al pie de mi firma, mayor de edad, domiciliado 
y residente en la ciudad de Bogotá D.C., abogado en ejercicio con tarjeta profesional No 73.805 del C. S. de 
la J., actuando en nombre y representación del Ministerio de Hacienda y Crédito dentro del proceso de la 
referencia, acorde con las facultades conferidas mediante la Resolución 0849  del 19 de abril de 2021; 
marco en el cual procedo a contestar el medio de control arriba referenciado, en los siguientes términos: 
 

I FRENTE A LOS HECHOS: 
 

2.1. No nos consta, toda vez que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no funge como parte del 
Contrato Interadministrativo de Interventoría No. 002 de 2015, motivo por el cual nos atenemos a lo 
que se pruebe en el curso del proceso; 

 
2.2. No nos consta, toda vez que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no funge como parte del 

Contrato Interadministrativo de Interventoría No. 002 de 2015, motivo por el cual nos atenemos a lo 
que se pruebe en el curso del proceso; 

 

Radicado: 2-2022-000061

Bogotá D.C., 4 de enero de 2022 11:36
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2.3. No nos consta, toda vez que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no funge como parte del 
Contrato Interadministrativo de Interventoría No. 002 de 2015, motivo por el cual nos atenemos a lo 
que se pruebe en el curso del proceso; 

 
2.4. No nos consta, toda vez que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no funge como parte del 

Contrato Interadministrativo de Interventoría No. 002 de 2015, motivo por el cual nos atenemos a lo 
que se pruebe en el curso del proceso; 

 
2.5. No nos consta, toda vez que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no funge como parte del 

Contrato Interadministrativo de Interventoría No. 002 de 2015, motivo por el cual nos atenemos a lo 
que se pruebe en el curso del proceso; 

 
2.6. No nos consta, toda vez que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no funge como parte del 

Contrato Interadministrativo de Interventoría No. 002 de 2015, motivo por el cual nos atenemos a lo 
que se pruebe en el curso del proceso; 

 
2.7. No nos consta, toda vez que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no funge como parte del 

Contrato Interadministrativo de Interventoría No. 002 de 2015, motivo por el cual nos atenemos a lo 
que se pruebe en el curso del proceso; 

 
2.8. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
 
2.9. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
 
2.10. No nos consta, toda vez que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no funge como parte del 

Contrato Interadministrativo de Interventoría No. 002 de 2015, motivo por el cual nos atenemos a lo 
que se pruebe en el curso del proceso; 

 
2.11. Cierto; 
 
2.12. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.13. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
 
2.14. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.15. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
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2.16. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.17. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.18. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.19. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.20. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.21. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.22. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.23. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.24. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.25. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.26. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.26.1 No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.27. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.28. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.29. No nos consta, motivo por el cual nos atenemos a lo que se pruebe en el curso del proceso; 
 
2.29.1 Cierto. 
 
 

 
II FRENTE A LAS PRETENSIONES: 

 
Mi procurado el Ministerio de Hacienda y Crédito Público se abstiene de efectuar un pronunciamiento de 
fondo frente a las pretensiones del presente medio de control de controversias contractuales instaurado por 
la Universidad Nacional de Colombia - en su condición de contratista -  y en contra del Departamento de la 
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Guajira – en calidad de contratante -, toda vez que, éstas se encuentran orientadas a que se declare el 
incumplimiento del Contrato Interadministrativo No. 002 de 2015 suscrito el 20 de abril de 2015 por parte de 
la citada entidad territorial,  y en consecuencia, se le ordene la cancelación del tercer pago pactado por valor 
de Trescientos Veintiocho Millones Seiscientos Noventa y Un Mil Sesenta y Nueve Pesos ($328.691.069) 
m/cte.), el cuarto pago por valor de Trescientos Dos millones trescientos noventa y cinco mil, setecientos 
ochenta y tres pesos ($302.395.783) m/cte.) y el quinto pago por valor de Sesenta y cinco millones, 
setecientos treinta y ocho mil, doscientos catorce pesos ($65.738.214) m/cte., con sus respectivos intereses 
corrientes y moratorios.  
 
 
 

III CONCEPTO DE LA VIOLACION: 
 

El señor apoderado de la accionante considera como violadas, entre muchas otras, las siguientes normas: 
 
o Arts. 2, 6, 29, 121 y 123 de la Constitución Política; 
o Arts. 3 14, 23, 24, 27 y 28 de la Ley 80 de 1993. 

 

IV. RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA: 
 
Cabe reseñar que la Universidad Nacional de Colombia, actuando por intermedio de apoderado judicial, 
procura que se declare el incumplimiento del Contrato Interadministrativo No. 002 de 2015 suscrito el 20 de 
abril de 2015 por parte del Departamento de la Guajira, por virtud de lo cual, se le ordene cancelar del tercer 
pago pactado por valor de Trescientos Veintiocho Millones Seiscientos Noventa y Un Mil Sesenta y Nueve 
Pesos ($328.691.069) m/cte.), el cuarto pago por valor de Trescientos Dos millones trescientos noventa y 
cinco mil, setecientos ochenta y tres pesos ($302.395.783) m/cte.) y el quinto pago por valor de Sesenta y 
cinco millones, setecientos treinta y ocho mil, doscientos catorce pesos ($65.738.214) m/cte., con sus 
respectivos intereses corrientes y moratorios.  
 

Precisado lo anterior, cabe reseñar que la Corte Constitucional ha recabado acerca del carácter 
sinalagmático que envuelve a los contratos estatales, conforme al cual el contrato genera obligaciones 
reciprocas para las partes contratantes, como explica con diáfana sencillez el siguiente aparte de la sentencia 
C- 892 -01, concepto que envuelve a sí mismo el principio de conmutatividad de los contratos suscritos por 
el Estado, según colegimos del texto del fallo precitado: 

“Tal como quedó brevemente esbozado en el acápite anterior, el principio de reciprocidad de 
prestaciones encuentra su fuente de inspiración en los contratos que la doctrina suele definir 
como sinalagmáticos o bilaterales, caracterizados por prever el surgimiento de prestaciones 
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mutuas o correlativas a cargo de los sujetos que integran la relación jurídico negocial. Bajo 
este criterio, y por efecto directo del sinalagma, las partes quedan obligadas recíprocamente a 
cumplir los compromisos surgidos del contrato, los cuales se estiman como equivalentes y que 
pueden llegar a concretarse en una contraprestación, en un valor recíproco, en un acontecimiento 
previsible o en una cooperación asociativa” (Negrillas y subrayas fuera de texto)       

 

Ahora bien, teniendo en cuenta el carácter sinalagmático que informa a los contratos estatales, el daño 
sufrido por el contratista sólo puede ser trasladado al Estado cuando quiera que éste – el daño - se 
repute a título de daño antijurídico, pues ha de partirse del principio que en esa relación negocial se 
encuentra presidida por el equilibrio de la relación jurídica contractual y la integridad del patrimonio particular, 
tal y como expuso la Corte Constitucional en sentencia, M.P. Dr., JAIME CORDOBA TRIVIÑO, al considerar:  

 

“De esta manera, el régimen de contratación del Estado, sostuvo la Corte en sentencia C-892 de 
2001[2] “no se nutre únicamente de las orientaciones normativas que sobre la materia aparecen 
desarrolladas en los Códigos Civil y de Comercio, al cual remiten los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 
80 de 1993, sino que integra a este régimen aquellos principios consustanciales a los 
contratos bilaterales, sinalagmáticos o de prestaciones recíprocas, que para el Derecho 
Administrativo son de gran importancia y trascendencia en cuanto que, como ya se explicó, 
cumplen el objetivo de trasladar a la administración pública la carga del daño antijurídico 
sufrido por el contratista, asegurándose el equilibrio de la relación jurídica contractual y la 
integridad del patrimonio particular.” 
  
El fallo que se comenta afirma que los principios integradores del régimen jurídico de los contratos 
estatales son: (i) el principio de la autonomía de voluntad, en virtud del cual la Administración pública 
está en capacidad de celebrar todos los contratos que resulten necesarios para satisfacer los 
intereses de la comunidad; (ii) el principio de la prevalencia del interés público, que le reconoce a la 
Administración una prerrogativa especial para ajustar el objeto del contrato a las necesidades 
variables de la comunidad; (iii) el principio de la reciprocidad de prestaciones, según el cual, lo 
importante y relevante en el régimen de contratación es la equivalencia real y objetiva entre 
los derechos y obligaciones que surgen de la relación contractual, y no la mera equivalencia 
formal y subjetiva con la que se llega a la simple satisfacción de los intereses individuales 
considerados por las partes cuando se formalizó el contrato; y, finalmente, (iv) el principio de la 
buena fe, que obliga a la Administración Pública y a los particulares contratistas, a tener en cuenta 
las exigencias éticas que emergen de la mutua confianza en el proceso de celebración, ejecución y 
liquidación de los contratos.” (Negrillas y subrayas fuera de texto)       
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De la lectura armónica de los apartes de las sentencias proferidas por el máximo tribunal constitucional 
traídas a colación podemos extraer, que los contratos estatales están orientados por un carácter 
sinalagmático que le impone derechos y obligaciones a las partes concernidas surgidas de la relación 
contractual, consecuencia de lo cual, la carga del daño sufrido por el contratista sólo puede trasladarse al 
Estado cuando quiera que el mismo tenga la estirpe de daño antijurídico, es decir, que el contratista no 
estaba en el deber de padecer. 

 
Precisado lo anterior, procede recordar en primera instancia que el origen de la presente contienda jurídica 
emana de las reclamaciones de cumplimiento del Contrato Interadministrativo No. 002 de 2015, suscrito el 
20 de abril de 2015 entre el Departamento de la Guajira en calidad de contratante y la Universidad Nacional 
de Colombia en su condición de contratista, del que salta a vista no es parte mi representado el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, tal y como se evidencia del texto del contrato y lo manifestado por el señor 
apoderado de la accionante, en la medida que fungen como partes contratantes del contrato el Departamento 
de la Guajira y la Universidad Nacional de Colombia, por virtud de lo cual, prima facie su vinculación a este 
asunto litigioso resulta abiertamente improcedente, toda vez que, lo que pretende la mentada entidad 
territorial es el cumplimiento de las estipulaciones de pago previstas dentro Contrato Interadministrativo No. 
002 de 2015. 
 
Resulta evidente, que lo que pretende la Universidad Nacional en su condición de entidad accionante, se 
remite a procurar a hacer cumplir las presuntas obligaciones insolutas de pago previstas dentro Contrato 
Interadministrativo No. 002 de 2015 suscrito el 20 de abril de 2015, por parte del Departamento de la Guajira, 
consistente en pago del tercer pago pactado por valor de Trescientos Veintiocho Millones Seiscientos 
Noventa y Un Mil Sesenta y Nueve Pesos ($328.691.069) m/cte.), el cuarto pago por valor de Trescientos 
Dos millones trescientos noventa y cinco mil, setecientos ochenta y tres pesos ($302.395.783) m/cte.) y el 
quinto pago por valor de Sesenta y cinco millones, setecientos treinta y ocho mil, doscientos catorce pesos 
($65.738.214) m/cte., con sus respectivos intereses corrientes y moratorios.  
 

 
V EXCEPCIONES: 

 
Falta de legitimación en la causa por pasiva: 
 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público carece de legitimación en la causa por pasiva para asumir la 
responsabilidad por el supuesto incumplimiento de las obligaciones contractuales derivadas del Contrato 
Interadministrativo No. 002 de 2015, suscrito el 20 de abril de 2015 entre el Departamento de la Guajira en 
calidad de contratante y la Universidad Nacional de Colombia en su condición de contratista, del que salta a 
vista no es parte mi representado el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, tal y como se evidencia del 
texto del contrato y lo manifestado por el señor apoderado de la accionante. 
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En efecto, las pretensiones del presente medio de control de controversias contractuales instaurado por la 
Universidad Nacional de Colombia - en su condición de contratista -  y en contra del Departamento de la 
Guajira – en calidad de contratante -, se encuentran orientadas a que se declare el incumplimiento del 
Contrato Interadministrativo No. 002 de 2015 suscrito el 20 de abril de 2015 por parte de la citada entidad 
territorial,  y en consecuencia, se le ordene la cancelación del tercer pago pactado por valor de Trescientos 
Veintiocho Millones Seiscientos Noventa y Un Mil Sesenta y Nueve Pesos ($328.691.069) m/cte.), el cuarto 
pago por valor de Trescientos Dos millones trescientos noventa y cinco mil, setecientos ochenta y tres pesos 
($302.395.783) m/cte.) y el quinto pago por valor de Sesenta y cinco millones, setecientos treinta y ocho mil, 
doscientos catorce pesos ($65.738.214) m/cte., con sus respectivos intereses corrientes y moratorios.  

 

Ahora bien, es preciso entender que la legitimación en la causa determina quiénes están investidos de la 
facultad para comparecer a un juicio y de padecer las resultas de la decisión de fondo que se adopte con 
motivo de éste, teniendo como fundamento las pretensiones formuladas en la demanda. Además, es 
necesario saber si es posible resolver la controversia respecto de las pretensiones planteadas en la demanda 
entre quienes figuran en él como partes, es decir, si comparecen en el juicio quienes han debido hacerlo por 
ser las personas competentes para discutir sobre el objeto concreto del litigio.  
 
En ese contexto, cabe recordar que el Consejo de Estado ha diferenciado entre la legitimación en la causa 
de hecho y la material.1 La legitimación de hecho en la causa se presenta por la vinculación que hace el 
demandante al demandado por atribuirle una conducta. La legitimación material en la causa se da para 
quienes participaron realmente en la causa que dio origen a la formulación de la demanda.2 Precisamente, 
el H. Consejo ha explicado que: 
 

“La falta de legitimación material en la causa, por activa o por pasiva, no enerva la 
pretensión procesal en su contenido, como si lo hace la excepción de fondo. Ésta se 
caracteriza por la potencialidad que tiene, si se prueba el hecho modificativo o extintivo, que 
se propone o se advierte por el juzgador, para extinguir, parcial o totalmente aquella. La 
excepción de fondo supone, en principio, el previo derecho del demandante que a posteriori 
se recorta, por un hecho nuevo - modificativo o extintivo del derecho constitutivo del 
demandante - que tumba la prosperidad de la pretensión, como ya se dijo, parcial o 
totalmente. En la falta de legitimación en la causa material por pasiva, como es la alegada 
en este caso, no se estudia intrínsecamente la pretensión contra el demandado para que 
éste no sea condenado; se estudia si existe o no relación real del demandado con la 
pretensión que se le atribuye. La legitimación material en la causa, activa y pasiva, es una 

                                                 
1 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 2 de diciembre de 1999. M.P.: María Elena Giraldo Gómez. Expediente: 12323 
2 Ibídem. 
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condición anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable, al 
demandante o al demandado.“[3]  

 
Al respecto, el máximo tribunal en materia contencioso administrativo, mediante sentencia calendada el 13 
de mayo de 2004, Rad. N°. 25000-23-25-000-2002-02788-01(AP), M.P. Dr. Germán Rodríguez Villamizar, 
indicó:  
 

“..Tener legitimación en la causa consiste en ser la persona que, de conformidad con la ley 
sustancial, puede formular o contradecir las pretensiones contenidas en la demanda, por ser el 
sujeto activo o pasivo de la relación jurídica sustancial pretendida, que debe ser objeto de la 
decisión. La legitimación en la causa se refiere a la relación sustancial que existe entre las 
partes del proceso y el interés sustancial en litigio o que es el objeto de la decisión reclamada. 
La legitimación pasiva le pertenece al demandado y, a quienes intervengan para controvertir la 
pretensión del demandante; así el demandado debe ser la persona a quien conforme a la ley le 
corresponde contradecir la pretensión del demandante o frente a la cual permite la ley que se 
declare la relación jurídica sustancial objeto de la demanda. Por lo anterior, la falta de 
legitimación en la causa no impide desatar el litigio en el fondo, pues, es evidente que si se 
reclama un derecho frente a quien no es el llamado a responder, debe negarse la pretensión 
del demandante…” 

 
Así pues, la legitimación en la causa es el factor que determina quiénes pueden ser objeto activo o pasivo 
de una decisión de fondo sobre las pretensiones formuladas en una demanda, en otras palabras, permite 
establecer si quienes participan en el debate jurídico se encuentran legitimados para hacerlo para discutir 
sobre el objeto concreto de la litis[4]. 
 
De esta manera, la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público-, no puede legalmente satisfacer las 
pretensiones de la sociedad demandante, no sólo porque no intervino en la suscripción del contrato de 
Contrato de Concesión N° 189 de 2004, toda vez que resulta claro que en el mismo fungen como partes 
contratantes el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y la Sociedad 
Portuaria de San Andrés S.A., sino porque, ello se traduciría en una injerencia inconstitucional e ilegal en los 
asuntos cuya gestión ha sido atribuida de manera privativa a las propias  entidades territoriales para la 
consecución de sus propios recursos, contraviniendo el principio autonomía administrativa y presupuestal de 
la que se encuentran dotadas en materia presupuestal y contractual.   
 

                                                 
 
3 Ibídem. 
 
4 Sobre el particular el Dr. Hernando Devis Echandía enseña: “...Por lo que al demandando se refiere, la legitimación en la causa consiste en la titularidad del 
interés en litigio, por ser la persona llamada a contradecir la pretensión del demandante o frente a la cual permite la ley que se declare la relación jurídico-material 
objeto de la demanda...” 
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En efecto, resulta claro que las entidades territoriales constituyen órganos del presupuesto dotadas de 
autonomía administrativa y presupuestal, tal y como se encuentra consagrado en el Estatuto Orgánico de 
Presupuesto.  
 
A guisa de ilustración hemos de invocar el concepto de autonomía territorial en materia de disposición de 
recursos, señalado por la Corte Constitucional en la sentencia C-346/17; M.P. Dra. Gloria Stella Ortiz 
Delgado, cuyo tenor en lo pertinente, señala: 
 

(…) 
 

16. “Las entidades territoriales tienen derecho a disponer libremente de recursos financieros para 
ejecutar sus propias decisiones, por lo cual uno de los derechos mínimos de los que son titulares, 
consiste en establecer y administrar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones. Particularmente, la Constitución atribuye a las entidades territoriales la competencia para 
elaborar su plan de desarrollo, lo que se traduce en la potestad de diseñar su propio sistema de 
ingresos y gastos. 

  
No obstante, como ya se dijo, la facultad de la que gozan las entidades territoriales para definir 
autónomamente el presupuesto de gastos e inversiones, está limitada. Así, el Legislador tiene 
injerencia en el ejercicio del derecho de las entidades territoriales para administrar sus propios 
recursos y, en esa medida, en la selección de los objetivos económicos, sociales o políticos a los 
cuales deban estar destinados los recursos públicos de su propiedad. 

  
En relación con este tema, la Corte ha diferenciado los recursos que provienen de fuentes exógenas 
y endógenas de financiación. 

  
Los primeros, son los recursos que se originan en fuentes exógenas de financiación, tales como las 
transferencias de recursos a los departamentos y municipios, las rentas cedidas, los derechos de 
participación en las regalías y compensaciones, y los recursos transferidos a título de cofinanciación. 
Sobre este tipo de recursos el Legislador tiene mayor injerencia, pues puede definir su destinación.26 

  
Los segundos hacen referencia a los recursos propios de las entidades territoriales, los cuales 
“deben someterse en principio a la plena disposición de las autoridades locales o departamentales 
correspondientes, sin injerencias indebidas del legislador”27. Se trata de los rendimientos que 
provienen de la explotación de los bienes que son de propiedad exclusiva de las entidades 
territoriales o las rentas tributarias que se obtienen en virtud de fuentes tributarias propias. 

  
En este sentido, el artículo 362 de la Carta Política determina que los bienes y rentas tributarias o 
provenientes de la explotación de monopolios de las entidades territoriales, son de su propiedad 
exclusiva y gozan de las mismas garantías que la propiedad y renta de los particulares. 
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Así pues, la intervención del Legislador respecto de la destinación de los recursos provenientes de 
fuentes endógenas es limitada, pues sólo excepcionalmente el Legislador puede intervenir en el 
manejo de los recursos propios de los entes territoriales, cuando existan ciertas condiciones que así 
lo justifiquen. 

  
En ese sentido, la jurisprudencia de esta Corporación ha identificado eventos concretos en los que 
resulta legítima, desde una perspectiva constitucional, la intervención del legislativo en la destinación 
de los recursos propios de las entidades territoriales. Esta posibilidad concurre cuando (i) la 
intervención es señalada expresadamente por la Constitución; (ii) la medida es necesaria para 
proteger el patrimonio de la Nación, es decir, para conjurar amenazas sobre los recursos del 
presupuesto nacional; (iii) la intervención resulta conveniente para mantener la estabilidad 
económica interna y externa; y (iv) las condiciones sociales y la naturaleza de la medida así lo exijan, 
por trascender el ámbito simplemente local o regional.28 

  
En todo caso, la intervención legislativa deberá someterse a los criterios de necesidad, utilidad y 
proporcionalidad en relación con el fin constitucional buscado por el Legislador. Si una norma 
desconoce los requisitos mencionados, viola la Constitución”.29(Negrillas y subrayas fuera de texto) 

 
Ahora bien, de manera congruente, la misma corporación judicial recuerda de manera específica la facultad 
de que se encuentran investidas las entidades territoriales para contratar, según se desprende de lo señalado 
en la sentencia C-374/94, M.P. Dr. JORGE ARANGO MEJÍA, que en lo pertinente, previene:   
 

“Es claro que si la Nación, los departamentos, municipios y distritos, son personas jurídicas, y 
las entidades estatales a que se refiere la ley 80, no lo son, por fuerza los contratos que estas últimas 
celebren corresponden a la Nación, a los departamentos o a los municipios. La actuación del 
funcionario competente, a nombre de la correspondiente entidad estatal, vincula a la Nación, al 
departamento o al Municipio como persona jurídica. Al fin y al cabo, todos los efectos del 
contrato se cumplirán en relación con la respectiva persona jurídica.” (Negrillas y subrayas 
fuera de texto) 

 
(…) 

 
Por lo expuesto, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no es la persona llamada a responder por las 
pretensiones de la demanda en el caso de que ese Despacho encuentren que los fundamentos fácticos y 
jurídicos cuentan con sustento para declarar su prosperidad, en la medida que no fue la entidad que suscribió 
Contrato Interadministrativo No. 002 de 2015 suscrito el 20 de abril de 2015.  
Al respecto, resulta pertinente traer a colación lo señalado por la Corte Constitucional, en la sentencia C-
072/14, M.P., Dr. ALBERTO ROJAS RIOS, en relación con el principio constitucional de autonomía territorial 

 h
d

S
Z

 T
n

l9
 x

h
R

+
 j
fF

D
 e

U
W

N
 R

L
E

h
 2

K
U

=

V
a

lid
a

r 
d

o
c
u

m
e

n
to

 f
ir
m

a
d

o
 d

ig
it
a

lm
e

n
te

 e
n

: 
h

tt
p

:/
/s

e
d

e
e

le
c
tr

o
n

ic
a

.m
in

h
a

c
ie

n
d

a
.g

o
v
.c

o



 

 
Continuación oficio    Página 11 de 14 

 
 
 
 

 

 Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Código Postal 111711 
PBX: (571) 381 1700   
Atención al ciudadano (571) 6021270 - Línea Nacional: 01 8000 910071 
atencioncliente@minhacienda.gov.co 
Carrera 8 No. 6C- 38 Bogotá D.C. 
www.minhacienda.gov.co 
 

de que están dotadas las entidades territoriales, tal y como se advierte del tenor del siguiente aparte de la 
sentencia invocada, según el cual:  

 

“La Corte ha consolidado unas claras líneas jurisprudenciales en el sentido de que la Carta Política 
de 1991 contempla una forma de Estado que se construye a partir del principio unitario, pero que 
garantiza, al mismo tiempo, un ámbito de autonomía para sus entidades territoriales. Dentro de ese 
esquema, la distribución de competencias entre la Nación y los entes territoriales es algo que el 
ordenamiento superior ha confiado al legislador, para lo cual se le han establecido un conjunto de 
reglas mínimas orientadas a asegurar una articulación entre la protección debida a la autonomía 
territorial y el principio unitario, reglas que en ocasiones otorgan primacía al nivel central, al paso 
que en otras impulsan la gestión autónoma de las entidades territoriales. En este orden de ideas, se 
precisa armonizar los contenidos de los principios de unidad y de autonomía, los cuales se limitan 
recíprocamente. En tal sentido, el juez constitucional en sentencia C- 535 de 1996 consideró que la 
autonomía debía entenderse como la capacidad de que gozan las entidades territoriales para 
gestionar sus propios intereses, dentro de los límites de la Constitución y la ley, lo cual quiere decir 
que si bien, por un lado, se afirman los intereses locales, se reconoce, por otro, “la supremacía de 
un ordenamiento superior, con lo cual la autonomía de las entidades territoriales no se configura 
como poder soberano sino que se explica en un contexto unitario.” En esa misma providencia se 
señaló que “por un lado, el principio de autonomía debe desarrollarse dentro de los límites de la 
Constitución y la ley, con lo cual se reconoce la posición de superioridad del Estado unitario, y por 
el otro, el principio unitario debe respetar un espacio esencial de autonomía cuyo límite lo constituye 
el ámbito en que se desarrolla esta última”. También ha precisado la jurisprudencia constitucional el 
papel que le corresponde cumplir al legislador en la configuración de los ámbitos de la autonomía 
regional, indicando que ésta se encuentra integrada por “el conjunto de derechos, atribuciones y 
facultades reconocidas en la Carta Política a las entidades territoriales y a sus autoridades, para el 
eficiente cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a su cargo.”  En cuanto al 
límite máximo, expresó la Corte que el mismo tiene una frontera en aquel extremo que al ser 
superado rompe con la idea del Estado unitario. Lo cual realza de manera importante la búsqueda 
de un equilibrio entre dicha idea de Estado Unitario y las garantías de Autonomía Territorial según 
las cuales la ley no está autorizada para vaciar de contenido la cláusula general de competencia de 
las entidades territoriales fijada en el artículo 287 C.P., por lo que le está vedado al 
Legislador  establecer normas que “limiten a tal punto la autonomía de las entidades territoriales que 
sólo desde una perspectiva formal o meramente nominal, pueda afirmarse que tienen capacidad 
para la gestión de sus propios intereses”. 

  
En efecto, el artículo 287 de la Constitución Política, previene: 
 

“Artículo 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y 
dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos:  
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1. Gobernarse por autoridades propias. 
  
2.  Ejercer las competencias que les correspondan. 
  
3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones. 
  
4.  Participar en las rentas nacionales. (Se destaca) 
 

A su turno, el art.  5° de la Ley 489 de 1998, definió la competencia administrativa de la siguiente manera: 
 

“ARTICULO 5o. COMPETENCIA ADMINISTRATIVA. Los organismos y entidades 
administrativos deberán ejercer con exclusividad las potestades y atribuciones inherentes, 
de manera directa e inmediata, respecto de los asuntos que les hayan sido asignados 
expresamente por la ley, la ordenanza, el acuerdo o el reglamento ejecutivo.  

 
Finalmente, el artículo 633 del Código Civil, preceptúa:  
 

“Se llama persona jurídica, una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones 
civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente. Las personas jurídicas son de dos especies: 
corporaciones y fundaciones de beneficencia pública”. 
 

Bajo esa perspectiva resulta pertinente traer a colación el texto, del artículo 45 del Decreto 111 de 1996 – 
Estatuto Orgánico de Presupuesto - , cuyo texto señala: 
 

“ARTÍCULO 45. Los créditos judicialmente reconocidos, los laudos arbitrales, y las 
conciliaciones se presupuestarán en cada sección presupuestal a la que corresponda el 
negocio respectivo y con cargo a sus apropiaciones se pagarán las obligaciones que se deriven 
de éstos. 
 
Será responsabilidad de cada órgano defender los intereses del Estado, debiendo realizar 
todas las actuaciones necesarias en los procesos y cumplir las decisiones judiciales, para lo 
cual el jefe de cada órgano tomará las medidas conducentes. 
 
(…) 
 

A su turno, de manera armónica el art. 1° del Decreto 4689 de 2005, estatuye: 
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“Artículo 1°.Modifícase el artículo 37 del Decreto 359 del 22 de febrero de 1995, el cual quedará 
así: 
 
"Artículo 37. A partir del 1° de marzo de 1995 los créditos judicialmente reconocidos, las 
conciliaciones y los laudos arbitrales deberán ser remitidos por la autoridad judicial o la 
administrativa que los reciba, al órgano condenado u obligado. 
 
Cuando dos o más entidades públicas resulten obligadas a pagar sumas de dinero y no se 
especifique en la respectiva providencia la forma y el porcentaje con que cada entidad deberá 
asumir el pago, la obligación dineraria será atendida conforme a las siguientes reglas: 
 
1. En conflictos de naturaleza laboral, el pago deberá atenderse en su totalidad con cargo al 

presupuesto de la entidad en la que preste o prestó el servicio en forma personal y 
remunerada el servidor público beneficiario de la sentencia, laudo o conciliación derivada 
de la relación laboral. 
 
 

2. En conflictos de naturaleza contractual, deberá afectarse el presupuesto de la entidad 
que liquidó el contrato o, en su defecto, de la que lo suscribió. 
 
(…) 
 

A falta de cualquiera de las anteriores hipótesis, el cumplimiento del pago de la condena 
deberá estar a cargo de la entidad que se benefició con la prestación contractual. (Se destaca) 

 
 
(...) 
 

Por las razones expuestas, se configura la excepcion de “Falta de Legitimación en la causa por pasiva”  
 
COBRO DE LO NO DEBIDO: 
 
Habida consideración que las pretensiones de la demanda, carecen de arraigo fáctico y jurídico frente al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se configura un cobro de lo no debido. 
 
ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA: 
 
Dado que las pretensiones de la demanda, carecen de arraigo fáctico y jurídico frente al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, al configurarse un cobro de lo no debido dicha pretensión se erige en un 
enriquecimiento sin causa. 
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VI. PETICIÓN: 
 

Atendidas las razones de hecho y de derecho reseñadas en precedencia, respetuosamente solicito 
despachar desfavorablemente las pretensiones de la demanda encaminadas a que se declare la nulidad de 
la Resolución 2936 del 2 de septiembre de 2019, por la cual se adjudicó la Licitación Pública No. MHCP-LP-
05-2019, abierta mediante la Resolución 1835 del 14 de junio de 2019, con el objeto de “Prestar el servicio 
tercerizado de la operación, gestión y modernización de los servicios de tecnológicos del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público.”, por cuanto consideramos que el acto administrativo de adjudicación acusado 
se aviene perfectamente a los pliegos de condiciones y a la normatividad legal vigente en materia contractual 
- Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, Código Civil, Código de Comercio y demás normas aplicables -, razón 
por la cual, las pretensiones subsecuentes que se derivan de la solicitud de anulación del anotado acto 
administrativo carecen de vocación de prosperidad. 

 
VII.  NOTIFICACIONES: 

 
Las recibiré en la secretaria de su despacho o en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, localizado en 
la carrera 8  No. 6 C - 38 - Edificio San Agustín P. 3° – Grupo de Representación Judicial de la Subdirección 
Jurídica. Tel.: 3811700 Ext. 4249, Bogotá, D.C. Correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co,  juan.perez@minhacienda.gov.co 
 
Atentamente, 
 
JUAN CARLOS PÉREZ FRANCO 
C.C. No. 5.458.892 de La Playa – Norte de Santander  
T.P. No. 73.805 del C.S. de la J. 
 
Anexos: 

 1.- Copia de la Resolución 0849 del 19 de abril de 2021, en dos (2) folios; 
 2.- Copia de la Cedula y la T.P. 

 
 
APROBÓ:   
ELABORÓ:  JUAN CARLOS PEREZ FRANCO 
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CONTESTACION DEMANDA CONTROVERSIAS CONTRACTUALES RAD: No. 2019-00022-
00

notificaciones@laguajira.gov.co <notificaciones@laguajira.gov.co>
Vie 04/02/2022 16:02
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buenas tardes


Señora:

JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE RIOHACHA.

E.S.D.


  Asunto: Contestación Demanda.


  Referencia: Demanda Medio de Control Controversias Contractuales.

  Demandante: Universidad Nacional De Colombia.

  Demandados: Nación, Ministerio De Hacienda, Departamento de La Guajira

y Otro.

  Radicación: 44-001-33-40-002-2019-00022-00


Con el acostumbrado respeto, envío adjunto contestación de demanda

contractual de la referencia, con sus anexos y pruebas.


atentamente,


OFICINA ASESORA JURIDICA.




 

 

 

 

Señora: 

JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE RIOHACHA. 

Riohacha, La Guajira 

 

Asunto: Contestación Demanda. 

Referencia: Demanda Medio de Control Controversias 

Contractuales. 

Demandante: Universidad Nacional De Colombia. 

Demandados: Nación, Ministerio De Hacienda, Departamento de La 

Guajira y Otro. 

Radicación: 44-001-33-40-002-2019-00022-00  

 
 

POLADYS DAYANA VIDAL EFFER, ciudadano colombiano en ejercicio, 

identificado con la cédula No. 1.032.385.701 de Bogotá, D.C, 

portador de la Tarjeta Profesional No. 248.698 del C. S. de la 

J., actuando mediante Poder Especial, amplio y suficiente, 

otorgado por el Dr. DANILO RAFAEL ARAÚJO DAZA, identificado con 

la cédula de ciudadanía No. 84.037.756, de San Juan del Cesar, 

La Guajira, Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Departamento, 

delegado de modo expreso por el Señor Gobernador para 

Representarlo Extrajudicial y Judicialmente, mediante Decreto 

208 del 14 de septiembre de 2020, de manera comedida y 

respetuosa, me dirijo ante su Despacho, con el fin de dar 

contestación a la Demanda de Controversias Contractuales de la 

referencia, contestación que se surte en los siguientes términos: 

 

I.- CON RELACIÓN A LOS HECHOS: 

 

HECHO 3.1: Es cierto, que para la fecha 20 de abril de 2015, se 

suscribió entre el Departamento de la Guajira, en calidad de 

Contratante y de la Universidad Nacional de Colombia - Facultad 

de Medicina en calidad de CONTRATISTA, el Contrato 

Interadministrativo de Interventoría No. 002 de 2015, cuyo objeto 

era el de "REALIZAR LA INTERVENTORÍA TÉCNICA, JURÍDICA, 

AMBIENTAL, ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA AL CONVENIO ESPECIAL DE 

COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA NO. 019 DE 2014 - DERIVADO 

DEL PROYECTO DE REGALÍAS CUYO OBJETO ES: "AUNAR ESFUERZOS Y 

RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DEL PROYECTO DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA 

INVESTIGACIÓN SOBRE DETERMINANTES DE LA CARGA DEL DENGUE E 

INTERVENCIONES PARA SU REDUCCIÓN EN U\ GUAJIRA, CARIBE, CELEBRADO 

CON LA ORGANIZACIÓN LATINOAMERICANA PARA EL FOMENTO DE LA 

INVESTIGACIÓN EN SALUD (OLFIS)", proyecto identificado para el 

Sistema General de Regalías con el BPIN. 201200010082. 

 

HECHO 3.2: Respecto a lo señalado dentro de este aserto fáctico, 

y de conformidad al documento con que cuenta la Oficina Asesora 

Jurídica el Contrato Interadministrativo se suscribió por las 

partes el Día 20 del Mes de abril de 2015. Respecto al Inicio, 

no se conoce la certeza de esta circunstancia del Contrato, esa 

es una afirmación que no se halla soportada en prueba del 

Demandante. 



 

 

 

En lo que respecta a la Terminación del mismo no reposa en el 

Expediente prueba de la Terminación del acuerdo contractual, 

esto es no milita el Acta contractual correspondiente. 

 

HECHO 3.3: Es un decir del demandante cuya veracidad se puede 

colegir de su Primera Pretensión. 

  

HECHO 3.4: Es un decir del Demandante cuya fiabilidad puede 

apreciarse de las estipulaciones consignadas dentro de la Demanda 

y de la Información que se logró recabar. 

 

HECHO 3.5: La estipulación fáctica del Demandante no se encuentra 

soportada con ningún elemento que pruebe su afirmación, por lo 

tanto, no nos consta. Ahora bien, como efectivamente no se aportó 

con la Demanda el soporte por medio del cual se corroborara sin 

dudas el requisito, este se encuentra expósito. 

 

HECHO 3.6: La estipulación fáctica del Demandante no se encuentra 

soportada con ningún elemento que pruebe su afirmación, por lo 

tanto, no nos consta. Ahora bien, como efectivamente no se aportó 

con la Demanda el soporte por medio del cual se corroborara sin 

dudas el requisito, este se encuentra expósito. 

 

HECHO 3.7: La hipótesis de cumplimiento a cabalidad de todas las 

exigencias o requisitos para que se efectuasen los Pagos 

“Tercero” y “Cuarto”, adolece de certeza, toda vez que de los 

Informes emitidos por el Supervisor del Contrato 

Interadministrativo no se aprecian la emisión de <<visto bueno>> 

o <<aprobación>> expresa de los Informes de Interventoría, los 

cuales son requisitos esenciales para que procediera el Pago. 

 

HECHO 3.8: La proposición contiene cierto grado de fiabilidad en 

lo que respecta a la decisión administrativa de suspender los 

giros correspondientes a los Recursos con los que se financiaba 

el Contrato de Interventoría. 

 

HECHO 3.9: La proposición señalada no se soporta con ningún 

material probatorio en el expediente, por lo que esta solo 

contiene una información sin soporte dentro del expediente. 

 

HECHO 3.10: La primera parte de esta aserción resulta fiable 

dado lo consignado dentro de la Demanda, empero en lo 

concerniente al suministro de Información al Departamento 

Nacional De Planeación tal proposición señalada no se soporta 

con ningún material probatorio en el expediente, por lo que esta 

solo contiene una información sin bases que la confirmen dentro 

del expediente. 

 

HECHO 3.11: La proposición contiene cierto grado de fiabilidad 

en lo que respecta a la decisión administrativa de suspender los 

giros correspondientes a los Recursos con los que se financiaba 

el Contrato de Interventoría, ello se colige de alguna de las 

estipulaciones consignadas dentro de la Demanda. 



 

 

 

HECHO 3.12: La proposición contiene cierto grado de fiabilidad 

en lo que respecta a la decisión administrativa de suspender los 

giros correspondientes a los Recursos con los que se financiaba 

el Contrato de Interventoría, ello se colige de alguna de las 

estipulaciones consignadas dentro de la Demanda. 

  

HECHO 3.13: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que por su confusa redacción no se entiende quién realizó la 

solicitud al Departamento, si fue el Departamento Nacional de 

Planeación, el Ministerio de Hacienda o la Universidad 

Demandante; en todo caso la estipulación fáctica no se soporta 

con ningún material probatorio en el expediente, por lo que esta 

solo contiene una información sin soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.14: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

  

HECHO 3.15: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.16: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.17: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo.  

 

HECHO 3.18: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.19: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.20: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.21: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 



 

 

 

HECHO 3.22: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.23: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

  

HECHO 3.24: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.25: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.26: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

  

HECHO 3.26.1: La hipótesis que encierra el señalamiento de la 

existencia de una acreencia a favor de la Demandante por concepto 

de la ausencia de hacer efectivos los Pagos “Tercero”, “Cuarto” 

y “Quinto”, cada uno con sus respectivos valores, adolece de 

veracidad o certeza, toda vez que de los Informes emitidos por 

el Supervisor del Contrato Interadministrativo no se aprecian la 

emisión de <<visto bueno>> <<aprobación>> expresa, ni tampoco el 

“aval” que dice existir la Demandante. 

 

HECHO 3.26.2: Es un decir del Demandante cuyo grado de fiabilidad 

puede apreciarse de las estipulaciones consignadas dentro de la 

Demanda y de la Información que se logró recabar. 

 

HECHO 3.27: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 

HECHO 3.28: Es un decir del Demandante cuyo grado de fiabilidad 

se comprueba del Informe de Interventoría de fecha 20 de Junio 

de 2018, información recabada por la Cuerda Pasiva que no por la 

Demandante con su escrito introductor. 

 

HECHO 3.29: La proposición es un señalamiento de la Demandante 

que no se soporta con ningún material probatorio en el 

expediente, por lo que esta solo contiene una información sin 

soporte en el libelo. 

 



 

 

HECHO 3.29.1: Es un decir del Demandante cuyo grado de fiabilidad 

se comprueba del Anexo contenido dentro del Archivo que contiene 

la Demanda, la Demanda reformada y otras piezas procesales donde 

se aprecia el Acta (No. 0132_2018) de Conciliación Extrajudicial, 

proferida por el Despacho del Procurador 154 Judicial II para 

Asuntos Administrativos el día 19 del Mes de Octubre de 2018. 

 

HECHO 3.30.: La proposición afirmativa reseñada por el Demandante 

ostenta un grado de fiabilidad que se comprueba directamente del 

Expediente aportado con la Notificación. 

 

II.- CON RELACIÓN A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS (PRETENSIONES): 

 

De las Descripciones fácticas realizadas por el Apoderado 

Judicial de la Universidad demandante, se evidencia claramente 

que la Universidad Nacional de Colombia a través de su Facultad 

de Medicina, solicita en gran medida que se “condene” al 

Departamento de La Guajira a pagarle las sumas dinerarias 

correspondientes a los Valores de los Pagos TERCERO, CUARTO y 

QUINTO, los Intereses Moratorios causados, las costas y agencias 

del Proceso, la Indexación de la suma dineraria perteneciente a 

la Pretensión Tercera1 de la Acción Contractual,  y de contera 

que se declare el Incumplimiento del “convenio 

interadministrativo No. 002 de 2015” y la respectiva Liquidación 

del Acuerdo Contractual o Contrato Interadministrativo de 

Interventoría No. 002 de 2015, cuyo objeto era el de "REALIZAR 

LA INTERVENTORÍA TÉCNICA, JURÍDICA, AMBIENTAL, ADMINISTRATIVA Y 

FINANCIERA AL CONVENIO ESPECIAL DE COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y 

TECNOLÓGICA NO. 019 DE 2014 - DERIVADO DEL PROYECTO DE REGALÍAS 

CUYO OBJETO ES: "AUNAR ESFUERZOS Y RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN 

DEL PROYECTO DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA INVESTIGACIÓN SOBRE 

DETERMINANTES DE LA CARGA DEL DENGUE E INTERVENCIONES PARA SU 

REDUCCIÓN EN LA GUAJIRA, CARIBE, CELEBRADO CON LA ORGANIZACIÓN 

LATINOAMERICANA PARA EL FOMENTO DE LA INVESTIGACIÓN EN SALUD 

(OLFIS)". 

 

Sobre la ciencia que encierran las Pretensiones de la Demanda 

debemos establecer lo siguiente: 

 

Respecto a la PRIMERA PRETENSIÓN debemos señalar que 

efectivamente el Instrumento Contractual suscrito por el 

Departamento de La Guajira y la Universidad de Colombia es un 

Contrato Interadministrativo, el cual, por la naturaleza de su 

Objeto, las Obligaciones pactadas y las Prestaciones 

patrimoniales, debe ser Liquidado de conformidad a lo establecido 

 
1 La descripción de la Cláusula es la siguiente: “TERCERA: Que se deciare el 

incumplimiento del convenio interadministrativo N. 02 de 2015, por causas imputables 

al Departamento Nacional de Planeación y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 

por no permitir el pago de las sumas adeudadas por el Departamento de la Guajira a la 

Universidad Nacional de Colombia en el marco del convenio interadministrativo N. 02 

de 2015, al haber ordenado la SUSPENSIÓN DE GIROS DE LOS RECURSOS, decretada el 25 de 

septiembre de 2017 por el Departamento Nacional de Planeación (DNP), mediante Acto N. 

DVR-SDC20174460040929, en el procedimiento preventivo PAP-1531-17 en contra del 

Departamento de la Guajira (ordenada mediante Resolución 553 del 27 de febrero de 

2017 dentro del procedimiento preventivo PAP-003-17), por el incumplimiento del plan 

de mejora allí referenciado.” 



 

 

por la Ley 80 de 1993 en su canon 60, y en lo que corresponde 

por el Decreto Ley 019 de 2012. 

 

Ahora bien, debe destacarse en este momento procesal que dada 

toda la situación financiera de suspensión de los Recursos 

provenientes de las Regalías con los que se financiaba el 

Proyecto "AUNAR ESFUERZOS Y RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DEL 

PROYECTO DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA INVESTIGACIÓN SOBRE 

DETERMINANTES DE LA CARGA DEL DENGUE E INTERVENCIONES PARA SU 

REDUCCIÓN EN LA GUAJIRA, CARIBE, CELEBRADO CON LA ORGANIZACIÓN 

LATINOAMERICANA PARA EL FOMENTO DE LA INVESTIGACIÓN EN SALUD 

(OLFIS)", generó una serie de traumatismos administrativos y 

financieros y contractuales que dificultaron al Departamento de 

La Guajira se adelantasen las acciones contractuales de 

Liquidación, ora bilateral, ora unilateral. 

 

Respecto a la SEGUNDA PRETENSIÓN, señalamos que nos Oponemos a 

ser declarados responsables del Incumplimiento del Contrato 

Interadministrativo No. 02 De 2015, toda vez que el giro de los 

Recursos correspondientes a los Pagos TERCERO, CUARTO y QUINTO, 

no se realizaron en consideración a la decisión administrativa 

tomada por el Departamento Nacional De Planeación, de SUSPENDER 

LOS GIROS DE LOS RECURSOS [De Regalías] con los que se financiaba 

entre otro, el Contrato Interadministrativo en litigio, por lo 

que tal decisión adoptada por parte del Ente del Orden Nacional 

afectó directamente el discurrir contractual de la 

Interventoría, pero, y esto debe señalarse con claridad, tal 

afectación fue producto de la decisión tomada por desde el nivel 

central, que no por el Departamento. 

 

Ello lleva a establecer que la “SUSPENSIÓN DE GIROS DE LOS 

RECURSOS”, decretada el 25 de septiembre de 2017 por el 

Departamento Nacional de Planeación (DNP), a través del Acto 

Administrativo “N. DVR-SDC20174460040929”, dentro del 

Procedimiento Preventivo “PAP-1531-17”, generó una situación de 

imposibilidad material y legal para realizar cualquier tipo de 

desembolso respecto al Contrato Interadministrativo en mención. 

 

Hace parte de la pretensión (Segunda) a la que nos oponemos, el 

señalamiento de la omisión por parte del Departamento de La 

Guajira de “no haber realizado los pagos del precio pactado en 

su totalidad y dentro de los plazos y condiciones convenidas”, 

ante lo cual es necesario recalcar que en estricto sentido de la 

materialización de la Obligación de Pago debemos señalar que 

esta no se dio respecto a los Pagos Tercero, Cuarto y Quinto, 

porque en lo atinente a las cuentas Tercera y Cuarta, no se 

evidencia que el Supervisor del Contrato haya establecido el 

correspondiente <<visto bueno>> o <<aprobación>> de los Informes 

presentados por la Interventoría. 

 

La exigencia que, en líneas precedentes, se extraña respecto de 

las facturas presentadas, no obstante y muy a pesar que la 

Universidad demandante quiera establecer a fuerza de comentarios 

segmentados de los Informes de Supervisión, es el aval de la 



 

 

Supervisión, el cual no se dio, mucho menos se encuentra 

consignada dentro de tales documentos de ejecución contractual 

una orden perentoria de pago. Es de aclarar que tales 

Presupuestos, la ausencia de <<aval>> para el Pago, se dan en 

las Cuentas “Tercera” y “Cuarta”, que no la “Quinta” o última, 

la cual se encuentra afectada por otra circunstancia, que también 

impide reconocimiento de su materialización y pago. 

 

La ausencia de aval se encuentra claramente determinada en la 

lectura que se hace de los Informes con que cuenta, es necesario 

destacar que la Universidad Nacional de Colombia, no aportó con 

el Libelo de su Acción el Acervo Documental cuya referencia se 

hace en el Acápite “7°, intitulado “PRUEBAS”, por lo menos al 

Departamento no llegaron o no nos fueron suministrados, 

circunstancia procesal que afecta de certeza y fiabilidad todas 

las afirmaciones que desarrolla la Accionante a través de los 

supuestos de hecho cuyos medios de prueba son extraños en el 

cuerpo del escrito que contiene la Acción, siendo eso una 

orfandad que deja expósitos sin soporte de prueba sus 

descripciones factuales.  

 

Revisada en detalle la información con la que se cuenta respecto 

de los soportes de pago de las cuentas del Contrato de 

Interventoría, hallamos que efectivamente el Supervisor del 

Contrato Interadministrativo No. 002 de 2015, dentro del 

documento intitulado “INFORME DE ACTIVIDADES DE INTERVENTORÍA 

PARA QUINTO DESEMBOLSO”, dejó establecido que “[P]or lo anterior, 

se otorga el Visto bueno para desembolsar al Interventor la suma 

de SESENTA Y CINCO MILLONES SETECIENTOS TREINTA Y OCHO MIL 

DOCIENTOS [sic] CATORCE PESOS MCTE. (465.738.214), [sic] 

equivalente al quinto pago que corresponde al 5% del valor del 

aporte del Departamento, de acuerdo con lo estipulado en la 

cláusula OCTAVA – FORMA DE PAGO, en el marco del Contrato 

Interadministrativo No. 002 de 2015 – según factura 2069-

0000105”, empero, respecto a esta situación es necesario 

puntualizar y hacer claridad meridiana en torno a que la 

procedencia del pago de la “Quinta” cuota del valor del Contrato 

solo procede una vez se haya liquidado el “contrato principal 

objeto de la Interventoría”, circunstancia contractual que no se 

ha realizado aún. 

 

La anterior circunstancia encierra una condición en lo referente 

al Pago “Quinto”, por lo cual al no haberse cumplido aún la 

condición que pesa sobre su materialización no puede Deprecarse 

orden de pago sobre esta, ni mucho menos pretenderse 

incumplimiento de esta carga contractual; todo ello nos lleva a 

establecer que esta parte de la Pretensión, y de todas aquellas 

otras que contengan petición de Pago respecto al “Pago final”, 

o “quinto pago” del Contrato Interadministrativo, no conservan 

vocación de prosperidad al pesar sobre esta una condición que no 

se ha dado en la esfera material contractual. 

 

Respecto a la TERCERA PRETENSIÓN, señalamos al Despacho que tal 

y como lo sostuvimos en el relato de oposición a la Pretensión 



 

 

Primera, debido a la Suspensión de los Giros o Recursos por parte 

del Departamento Nacional de Planeación, el Departamento se vio 

inmerso en una situación administrativa que afectó el normal 

desarrollo de las tareas concernientes al Proyecto 

"INVESTIGACIÓN SOBRE DETERMINANTES DE LA CARGA DEL DENGUE E 

INTERVENCIONES PARA SU REDUCCIÓN LA GUAJIRA, CARIBE", sin que 

ello quiera decir que en razón a la falta de pago de las Cuotas 

“Tercera” y “Cuarta” del Contrato Interadministrativo No. 02 De 

2015, se estuviera inmerso en un incumplimiento, porque como ya 

hemos visto, la suspensión generó una imposibilidad material y 

legal, pero adicional a ello, la ausencia o falta de visto bueno, 

expreso por parte de la Supervisión tampoco hace procedente el 

reconocimiento y condena de algún incumplimiento contractual por 

parte nuestra.  

 

Respecto a la QUINTA, SEXTA, SÉPTIMA, OCTAVA, NOVENA, DÉCIMA y 

DÉCIMA PRIMERA PRETENSIÓN, nos permitimos agotar su análisis y 

opugnación de forma conjunta toda vez que hacen referencia a la 

solicitud de Condena de Pagar los valores correspondientes a las 

Cuentas de Cobro “Tercera”, “Cuarta” y “Quinta” del Contrato 

Interadministrativo No. 002 De 2015, así como que se nos condene 

“a pagar, en favor de la Universidad Nacional de Colombia el 

pago de los intereses de mora correspondientes” a los Pagos, que 

considera la Universidad Demandante se le adeudan, intereses que 

solicita deben ser “liquidados a la máxima tasa de interés 

moratorio autorizado por la Superintendencia Financiera”, y la 

correspondiente “indexación las sumas y condenas relativas a la 

tercera pretensión”. 

 

Ante las solicitudes levemente transcritas, una vez 

consideradas, revisadas y analizadas a la Luz de lo establecido 

por las partes dentro del Instrumento Contractual 

Interadministrativo, así como de la información que se logró 

recabar por parte de este ente Demandado, la cual iteramos, se 

aprecia ausente en el cuerpo del libelo introductorio, las 

Pretensiones de condena impetradas, nos vemos compelidos a 

establecer oposición plena a ser condenados a pagar a favor de 

la Universidad atacante los pagos que Depreca, toda vez que de 

los mismos no se puede establecer la procedencia contractual de 

su pago por no estar acreditados, en lo referente a los Cobros 

“Tercero” y “Cuarto” el correspondiente <<visto bueno>> o 

“aprobación” por parte del Supervisor como claramente lo tiene 

establecido el Contrato Interadministrativo No. 02 De 2015 en su 

Cláusula Octava, a saber: “3) UN TERCER PAGO, equivalente al 25% 

del valor del contrato, es decir Trescientos veintiocho millones, 

seiscientos noventa y un mii, sesenta y nueve pesos 

($328.691.069) m/cte. Que se efectuará al décimo mes de la 

Interventoría, por el equivalente de la factura que presente la 

Interventora allegando el informe de las actividades debidamente 

detalladas; se validará este pago a la entrega y aprobación por 

parte del Supervisor de los informes de interventoría 

correspondientes a los meses ejecutados a la fecha. 4) UN CUARTO 

PAGO, equivalente al 23% del valor del contrato, es decir 

Trescientos dos millones, trescientos noventa y cinco mil, 



 

 

setecientos ochenta y tres pesos ($302.395.783) m/cte. Que se 

efectuará al décimo quinto mes de la Interventoría, por el 

equivalente de la factura que presente la Interventora allegando 

el informe de las actividades debidamente detalladas; se validará 

este pago a la entrega y aprobación por parte del Supervisor de 

los informes de interventoría correspondientes a los meses 

ejecutados a la fecha.”. [Negrillas, Subrayas y Cursivas ajenas 

al Contrato].    

 

Tal anomalía evidenciada respecto a la falta de aprobación de 

los Informes por parte del Supervisor del Contrato de 

Interventoría, no hace posible que en cabeza del Departamento de 

La Guajira se radique una falta de pago injustificada y por lo 

tanto tenga o deba condenarse a su pago aunado a intereses 

moratorios. 

 

De igual forma, no puede perderse de vista que la exigencia que, 

en líneas precedentes, se extraña respecto de las facturas 

presentadas, no obstante y muy a pesar que la Universidad 

demandante quiera establecer a fuerza de comentarios segmentados 

de los Informes de Supervisión, es el aval de la Supervisión, el 

cual no se dio, mucho menos se encuentra consignada dentro de 

tales documentos de ejecución contractual una orden perentoria 

de pago, repetimos, en lo concerniente a las Cuentas “Tercera” 

y “Cuarta”, por lo que ante protuberante falencia (la ausencia 

de <<aval>> para el Pago) no es posible predicar su falta de 

pago, razón suficiente para establecer la improcedencia 

contractual y legal del cobro pretendido. 

 

Abundando un poco más en los argumentos, debe apreciarse que la 

ausencia de aval se encuentra claramente determinada en la 

lectura que se hace de los Informes con que cuenta, es necesario 

destacar que la Universidad Nacional de Colombia, no aportó con 

el Libelo de su Acción el Acervo Documental cuya referencia se 

hace en el Acápite “7°, intitulado “PRUEBAS”, por lo menos al 

Departamento no llegaron o no nos fueron suministrados, 

circunstancia procesal que afecta de certeza y fiabilidad todas 

las afirmaciones que desarrolla la Accionante a través de los 

supuestos de hecho cuyos medios de prueba son extraños en el 

cuerpo del escrito que contiene la Acción, siendo eso una 

orfandad que deja expósitos sin soporte de prueba sus 

descripciones factuales.  

 

En lo atinente al Pago “Quinto” o “PAGO FINAL”, como se dejó 

rubricado dentro del Contrato, revisada en detalle la información 

con la que se cuenta respecto de los soportes de pago de las 

cuentas del Contrato de Interventoría, hallamos que 

efectivamente el Supervisor del Contrato Interadministrativo No. 

002 de 2015, dentro del Informe de Actividades de Interventoría 

para el “Quinto” Pago, dejó establecido que “[…]por lo anterior, 

se otorga el Visto bueno para desembolsar al Interventor la suma 

de SESENTA Y CINCO MILLONES SETECIENTOS TREINTA Y OCHO MIL 

DOCIENTOS [sic] CATORCE PESOS MCTE. (465.738.214), [sic] 

equivalente al quinto pago que corresponde al 5% del valor del 



 

 

aporte del Departamento, de acuerdo con lo estipulado en la 

cláusula OCTAVA – FORMA DE PAGO, en el marco del Contrato 

Interadministrativo No. 002 de 2015 – según factura 2069-

0000105”, empero, respecto a esta situación es necesario 

puntualizar y hacer claridad meridiana en torno a que la 

procedencia del pago de la “Quinta” cuota del valor del Contrato 

solo procede una vez se haya liquidado el “contrato principal 

objeto de la Interventoría”, circunstancia contractual que no se 

ha realizado aún. 

 

La anterior circunstancia encierra una condición en lo referente 

al Pago “Quinto”, por lo cual al no haberse cumplido aún la 

condición que pesa sobre su materialización, la Liquidación del 

Contrato objeto de Interventoría, no puede Deprecarse orden de 

pago sobre esta, ni mucho menos pretenderse incumplimiento de 

esta carga contractual, ni solicitar condena de pago, ni mucho 

menos pretensionar el reconocimiento de interés moratorios, así 

como tampoco indexar suma dineraria alguna; todo ello nos lleva 

a establecer que esta parte de la Pretensión, y de todas aquellas 

otras que contengan petición de Pago respecto al “Pago final”, 

o “quinto pago” del Contrato Interadministrativo, no conservan 

vocación de prosperidad al pesar sobre esta una condición que no 

se ha dado en la esfera material contractual. 

 

Respecto a la DÉCIMA SEGUNDA PRETENSIÓN, señalamos al Despacho 

que, en consideración a los argumentos desbrozados a lo largo de 

la contestación, al no estar militando nuestro discurrir 

contractual en incumplimiento alguno respecto del Contrato 

Interadministrativo de Interventoría No. 02 De 2015, ni mucho 

menos el dejar de cumplir la Obligación de pago del valor del 

Contrato, por las razones administrativas expuestas, las cuales 

fueron externas a la voluntad del Departamento, amén de ser 

tomadas por el Departamento Nacional de Planeación y cumplidas 

por el Ministerio de Hacienda, no podemos ser acreedores de 

condena al pago de Costas y Agencias en Derecho. 

 

III.- EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Señora Juez, una vez desarrollados los Argumentos de análisis de 

las disposiciones fácticas soporte de la Demanda, esgrimidas las 

consideraciones de oposición a las Pretensiones de la Demanda 

Contractual, evidenciamos la presencia y materialización de las 

siguientes excepciones de Fondo, Perentorias o de Mérito. 

 

Siendo estas las siguientes: 

 

 

FALTA DEL REQUISITO CONTRACTUAL DE <<VISTO BUENO>> O 

<<APROBACIÓN>> EXPRESA POR PARTE DEL SUPERVISOR DEL CONTRATO 

PARA QUE SE ENTIENDA MATERIALIZADA EL SURGIMIENTO DE LA 

OBLIGACIÓN CONTRACTUAL DEL PAGO CORRESPONDIENTE. 

 

Como claramente se descubre de los argumentos que contiene la 

Demanda en sus hipótesis fácticas, en su mayoría ausentes de 



 

 

medios de Prueba, así como de sus Pretensiones se solicita 

condenar al pago de los siguientes valores: 

 

El Pago de $328.691.069 pesos por concepto del “Tercer Pago” 

equivalente al 25% del contrato; $302.395.783 pesos por concepto 

del “Cuarto Pago” equivalente al 23% del contrato y $65.738.214 

pesos por concepto de un “Quinto Pago” o “Pago Final” equivalente 

al 5% del contrato. 

 

Tal y como hemos venido informando a lo largo de esta 

Contestación, no son procedentes los Pagos solicitados ni mucho 

menos las Condenas que solicita se impongan sobre nosotros, dado 

que tales sumas dinerarias, que efectivamente están reseñadas 

dentro del Instrumento Contractual, no se han hecho exigibles, 

no porque la Universidad contratista no haya cumplido sus 

obligaciones contractuales, sino porque para que proceda su 

efectivo pago, es decir, para que la Obligación contractual de 

pagar se haga efectiva debe mediar aprobación y orden expresa 

del Supervisor del Contrato, acto volitivo que no se evidencia 

dentro del expediente o Libelo genitor, y que es requisito 

establecido por las Partes dentro de la Cláusula Octava que 

informa la forma de pagar los valores de la Interventoría 

contratada. 

 

Para efectos de aupar estos argumentos, iteramos los señalados 

dentro de la oposición a las Pretensiones: 

 

Ante las solicitudes levemente transcritas, una vez 

consideradas, revisadas y analizadas a la Luz de lo establecido 

por las partes dentro del Instrumento Contractual 

Interadministrativo, así como de la información que se logró 

recabar por parte de este ente Demandado, la cual iteramos, se 

aprecia ausente en el cuerpo del libelo introductorio, las 

Pretensiones de condena impetradas, nos vemos compelidos a 

establecer oposición plena a ser condenados a pagar a favor de 

la Universidad atacante los pagos que Depreca, toda vez que de 

los mismos no se puede establecer la procedencia contractual de 

su pago por no estar acreditados, en lo referente a los Cobros 

“Tercero” y “Cuarto” el correspondiente <<visto bueno>> o 

“aprobación” por parte del Supervisor como claramente lo tiene 

establecido el Contrato Interadministrativo No. 02 De 2015 en su 

Cláusula Octava, a saber: “3) UN TERCER PAGO, equivalente al 25% 

del valor del contrato, es decir Trescientos veintiocho millones, 

seiscientos noventa y un mii, sesenta y nueve pesos 

($328.691.069) m/cte. Que se efectuará al décimo mes de la 

Interventoría, por el equivalente de la factura que presente la 

Interventora allegando el informe de las actividades debidamente 

detalladas; se validará este pago a la entrega y aprobación por 

parte del Supervisor de los informes de interventoría 

correspondientes a los meses ejecutados a la fecha. 4) UN CUARTO 

PAGO, equivalente al 23% del valor del contrato, es decir 

Trescientos dos millones, trescientos noventa y cinco mil, 

setecientos ochenta y tres pesos ($302.395.783) m/cte. Que se 

efectuará al décimo quinto mes de la Interventoría, por el 



 

 

equivalente de la factura que presente la Interventora allegando 

el informe de las actividades debidamente detalladas; se validará 

este pago a la entrega y aprobación por parte del Supervisor de 

los informes de interventoría correspondientes a los meses 

ejecutados a la fecha.”. [Negrillas, Subrayas y Cursivas ajenas 

al Contrato].    

 

Tal anomalía evidenciada respecto a la falta de aprobación de 

los Informes por parte del Supervisor del Contrato de 

Interventoría, no hace posible que en cabeza del Departamento de 

La Guajira se radique una falta de pago injustificada y por lo 

tanto tenga o deba condenarse a su pago aunado a intereses 

moratorios. 

 

De igual forma, no puede perderse de vista que la exigencia que, 

en líneas precedentes, se extraña respecto de las facturas 

presentadas, no obstante y muy a pesar que la Universidad 

demandante quiera establecer a fuerza de comentarios segmentados 

de los Informes de Supervisión, es el aval de la Supervisión, el 

cual no se dio, mucho menos se encuentra consignada dentro de 

tales documentos de ejecución contractual una orden perentoria 

de pago, repetimos, en lo concerniente a las Cuentas “Tercera” 

y “Cuarta”, por lo que ante protuberante falencia (la ausencia 

de <<aval>> para el Pago) no es posible predicar su falta de 

pago, razón suficiente para establecer la improcedencia 

contractual y legal del cobro pretendido. 

 

Abundando un poco más en los argumentos, debe apreciarse que la 

ausencia de aval se encuentra claramente determinada en la 

lectura que se hace de los Informes con que cuenta, es necesario 

destacar que la Universidad Nacional de Colombia, no aportó con 

el Libelo de su Acción el Acervo Documental cuya referencia se 

hace en el Acápite “7°, intitulado “PRUEBAS”, por lo menos al 

Departamento no llegaron o no nos fueron suministrados, 

circunstancia procesal que afecta de certeza y fiabilidad todas 

las afirmaciones que desarrolla la Accionante a través de los 

supuestos de hecho cuyos medios de prueba son extraños en el 

cuerpo del escrito que contiene la Acción, siendo eso una 

orfandad que deja expósitos sin soporte de prueba sus 

descripciones factuales.  

 

En lo atinente al Pago “Quinto” o “PAGO FINAL”, como se dejó 

rubricado dentro del Contrato, revisada en detalle la información 

con la que se cuenta respecto de los soportes de pago de las 

cuentas del Contrato de Interventoría, hallamos que 

efectivamente el Supervisor del Contrato Interadministrativo No. 

002 de 2015, dentro del Informe de Actividades de Interventoría 

para el “Quinto” Pago, dejó establecido que “[P]or lo anterior, 

se otorga el Visto bueno para desembolsar al Interventor la suma 

de SESENTA Y CINCO MILLONES SETECIENTOS TREINTA Y OCHO MIL 

DOCIENTOS [sic] CATORCE PESOS MCTE. (465.738.214), [sic] 

equivalente al quinto pago que corresponde al 5% del valor del 

aporte del Departamento, de acuerdo con lo estipulado en la 

cláusula OCTAVA – FORMA DE PAGO, en el marco del Contrato 



 

 

Interadministrativo No. 002 de 2015 – según factura 2069-

0000105”, empero, respecto a esta situación es necesario 

puntualizar y hacer claridad meridiana en torno a que la 

procedencia del pago de la “Quinta” cuota del valor del Contrato 

solo procede una vez se haya liquidado el “contrato principal 

objeto de la Interventoría”, circunstancia contractual que no se 

ha realizado aún. 

 

La anterior circunstancia encierra una condición en lo referente 

al Pago “Quinto”, por lo cual al no haberse cumplido aún la 

condición que pesa sobre su materialización, la Liquidación del 

Contrato objeto de Interventoría, no puede Deprecarse orden de 

pago sobre esta, ni mucho menos pretenderse incumplimiento de 

esta carga contractual, ni solicitar condena de pago, ni mucho 

menos pretensionar el reconocimiento de interés moratorios, así 

como tampoco indexar suma dineraria alguna; todo ello nos lleva 

a establecer que esta parte de la Pretensión, y de todas aquellas 

otras que contengan petición de Pago respecto al “Pago final”, 

o “quinto pago” del Contrato Interadministrativo, no conservan 

vocación de prosperidad al pesar sobre esta una condición que no 

se ha dado en la esfera material contractual. 

 

Lo referido de forma abundante no llama a dudas que al no haberse 

agotado uno de los requisitos <<esenciales>> para el cobro de un 

monto total que asciende a $696.825.066 de pesos, el cobro del 

dinero pretendido por la parte Demandante, es improcedente, por 

tanto, deberán ser denegadas las Pretensiones condenatorias y 

las pretensiones accesorias deprecadas. 

 

AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD DEL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA EN 

RAZÓN AL HECHO DE UN TERCERO. 

 

Como quiera que el Departamento Nacional de Planeación mediante 

Oficio N. DVR-SDC-20174460040929 de fecha 25 de septiembre de 

2017, notificó al departamento de La Guajira del inicio del 

procedimiento preventivo PAP-1531-17 y, a su vez, ordenó al 

departamento de La Guajira como medida preventiva, la suspensión 

de giros (previamente ordenada mediante Resolución N°553 del 27 

de febrero de 2017, dentro del procedimiento preventivo PAP-003-

17), de tal manera que debía abstenerse de realizar desembolsos 

destinados a la financiación del Convenio 019 de 2014 hasta tanto 

cesaran las acciones que generan el presunto uso ineficiente e 

ineficaz de los recursos del Sistema General de Regalías, tal 

actuación administrativa generó situaciones que trastocaron el 

normal desarrollo de las actividades contractuales que con esos 

Recursos de Regalías se financiaban. 

 

 

 

 

 

 

Teniendo en cuenta lo reseñado debemos iterar que nos Oponemos 

a ser declarados responsables del Incumplimiento del Contrato 



 

 

Interadministrativo No. 02 De 2015, toda vez que el giro de los 

Recursos correspondientes a los Pagos TERCERO, CUARTO y QUINTO, 

no se realizaron en consideración a la decisión administrativa 

tomada por el Departamento Nacional De Planeación, de SUSPENDER 

LOS GIROS DE LOS RECURSOS [De Regalías] con los que se financiaba 

entre otro, el Contrato Interadministrativo en litigio, por lo 

que tal decisión adoptada por parte del Ente del Orden Nacional 

afectó directamente el discurrir contractual de la 

Interventoría, pero, y esto debe señalarse con claridad, tal 

afectación fue producto de la decisión tomada por desde el nivel 

central, que no por el Departamento. 

 

Ello lleva a establecer que la “SUSPENSIÓN DE GIROS DE LOS 

RECURSOS”, decretada el 25 de septiembre de 2017 por el 

Departamento Nacional de Planeación (DNP), a través del Acto 

Administrativo “N. DVR-SDC20174460040929”, dentro del 

Procedimiento Preventivo “PAP-1531-17”, generó una situación de 

imposibilidad material y legal para realizar cualquier tipo de 

desembolso respecto al Contrato Interadministrativo en mención.  

 

Esa situación administrativa lleva a destacar que las 

Pretensiones de la Demandante en caso de ser procedentes y 

llegadas a ser reconocidas por el Despacho, debe tenerse en 

cuenta, que tales reconocimientos no pueden ser atribuibles al 

actuar de la Entidad Territorial demandada; por el contrario, el 

no pago obedece a una situación dispuesta y efectuada por un 

Tercero, lo que nos permite inferir con total certeza que el 

Departamento de La Guajira no incumplió sus obligaciones dentro 

del Contrato Interadministrativo No. 002 de 2015 por un actuar 

negligente o plenamente desconocedor de las contraprestaciones 

propias de los contratos estatales, sino por una causa atribuible 

al Departamento Nacional de Planeación (DNP), radicada en la 

decisión administrativa de suspensión de giros adoptada. 

 

De esta manera, si se generaron afectaciones económicas que 

podrían ser “atribuibles” al departamento de La Guajira, es 

nuestro deber aseverar que el DNP deberá responder por las 

eventuales obligaciones o acreencias consolidadas con ocasión de 

la medida preventiva de suspensión de giros. Es decir, el hecho 

de decretar la suspensión de giros sin tener en cuenta que 

existieran obligaciones por cumplir es un hecho que perjudica al 

departamento de La Guajira porque impide materializar lo 

estipulado en el señalado contrato de interventoría. 

 

En conclusión, al ser el Departamento Nacional De Planeación el 

Tercero que generó el aparente incumplimiento entre los 

contratantes, deberá responder por los montos de dinero 

solicitados en la demanda y los intereses a los que haya lugar. 

 

IV.- CON RELACIÓN AL MEDIO DE CONTROL EJERCIDO: 

 

En lo referente al Medio de Control adoptado por la Entidad 

Demandante no tenemos objeción alguna, dada la naturaleza de sus 

Pretensiones y del relato de sus descripciones fácticas se 



 

 

evidencia que la <<Litis Pendentia>> es de naturaleza 

eminentemente contractual y su ejercicio y desarrollo se enmarca 

dentro del canon del Artículo 141 de la Ley 1437. 

 

V.- CON RELACIÓN AL ACÁPITE DENOMINADO “FUNDAMENTOS JURÍDICOS”. 

 

Respecto al fundamento 6.2., se tiene que efectivamente entre el 

Departamento de La Guajira y la Universidad Nacional de Colombia, 

a través de la Facultad de Medicina se suscribió un Contrato de 

Interventoría rotulado con el Número 002 del Año 2015 y en el se 

dejaron consignadas dentro de las Cláusulas Tercera (DERECHOS Y 

DEBERES DEL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA), Quinta (OBLIGACIONES DE 

LAS PARTES), Sexta (VALOR), Octava (FORMA DE PAGO).  

 

Es claro que las partes dejaron establecido una serie de 

Obligaciones que la relación sinalagmática compele a cumplir 

siempre y cuando se materialicen las condiciones o requisitos 

intrínsecos que cada obligación exija para su efectiva 

materialización, materialización que lleva a que, si no se 

observa la obligación mana inmediatamente, por disposición 

contractual y legal, el incumplimiento de la carga, hecho que no 

ocurrió en este caso como contrariamente quiere establecerlo la 

Demandante. 

 

Como se ha apreciado en las líneas que soportan la oposición a 

las Pretensiones, los supuestos de hecho esgrimidos por la 

Demandante buscando probar el cumplimiento de sus obligaciones 

contractuales, prima facie, para este Ente Territorial demandado 

no se encuentran bajo sospecha, muy a pesar que la demanda no 

contiene información de prueba de tales supuestos de hecho, no 

obstante, no puede predicarse lo mismo de la orden de pago de 

los dineros correspondientes a las <<facturas>> Tercera y Cuarta, 

porque de la circunstancia necesaria, como es la aprobación 

expresa del Supervisor del Contrato, para materializar la 

obligación de pago, no se aprecia dentro del expediente, y no se 

aprecia, primero, porque no reposa dentro de este cuerpo prueba 

de material de ello, y segundo, porque de la información recabada 

por el Ente Demandado se evidencia que los Supervisores en manera 

alguna emitieron o diputaron de forma expresa la orden de pago 

de los valores correspondientes a los Pagos “Tercero” y “Cuarto”, 

como subrepticiamente quiere hacerlo ver la Demandante, a través 

de los segmentos2 de los informes que plasma en su Demanda, 

ajustados a su querer, deseo y pretensión. 

 

En lo que corresponde a la medida de Suspensión de los Giros o 

Recursos por parte del Departamento Nacional de Planeación, el 

Departamento se vio inmerso en una situación administrativa que 

afectó el normal desarrollo de las tareas concernientes al 

Proyecto "INVESTIGACIÓN SOBRE DETERMINANTES DE LA CARGA DEL 

DENGUE E INTERVENCIONES PARA SU REDUCCIÓN LA GUAJIRA, CARIBE", 

 
2 Segmentación visible a Folios 11 del Memorial que contiene la Reforma de la Demanda, 

62 del Cuaderno de la Demanda y 82 del Archivo Electrónico que contiene el Libelo con 

el que se nos dio traslado de la Notificación, no sobra señalar que ninguno de los 

mencionados archivos tiene los correspondientes Anexos de la Probanza. 



 

 

sin que ello quiera decir que en razón a la falta de pago de las 

Cuotas “Tercera” y “Cuarta” del Contrato Interadministrativo No. 

02 De 2015, se estuviera inmerso en un incumplimiento, porque 

como ya hemos visto, la suspensión generó una imposibilidad 

material y legal, pero adicional a ello, la ausencia o falta de 

<<visto bueno>> o “aprobación”, expresa por parte de la 

Supervisión, tampoco hace procedente el reconocimiento y condena 

de algún incumplimiento contractual por parte nuestra.  

 

SOBRE LA “EXCEPCIÓN DE CONTRATO NO CUMPLIDO” ALEGADA. 

 

Señala la institución de Educación Superior demandante que en la 

presente divergencia de naturaleza contractual “es dable 

proponer la excepción de contrato no cumplido por parte del 

Departamento de la Guajira, estando en mora al dejar de cumplir 

la forma de pago pactada en el contrato 002 de 2015, mientras el 

otro ha cumplido con su parte”, proposición jurídica que a esta 

cuerda procesal resulta inaplicable y exótica por las 

circunstancias que encierra la presente causa contenciosa 

administrativa, además porque bajo ningún parámetro se cumplen 

en su totalidad los estándares establecidos por el Consejo De 

Estado para predicar su procedencia3, como son: “i) La existencia 

de un contrato bilateral o sinalagmático, esto es, fuente de 

obligaciones recíprocas, correspondientes o correlativas, lo 

cual implica que una de las partes se obliga a su prestación a 

cambio de la prestación que la otra parte le debe satisfacer, 

regla “do ut des” (te doy para que me des); ii) el no cumplimiento 

actual de obligaciones a cargo de una de las partes contratantes; 

iii) que el incumplimiento de la Administración sea grave, de 

entidad y gran significación, por manera que genere una razonable 

imposibilidad de cumplir por parte del contratista, iv) que ese 

incumplimiento pueda identificarse como fuente o causa del 

incumplimiento ante el cual se opone y que ha de justificarse 

por la configuración de aquel; v) el cumplimiento de sus demás 

obligaciones por parte de quien la invoca o, al menos, la 

decisión seria y cierta de cumplirlas mediante el allanamiento 

correspondiente.”, y como segunda medida, porque al ser la 

“exceptio non adimpleti contractus” un instrumento de Defensa, 

quien estaría legitimada para invocar el remedio procesal 

enervante de las Pretensiones sería el Departamento como 

Demandado, lo cual no se realiza toda vez que no se ha afirmado 

bajo ninguna premisa de defensa que la Universidad Nacional de 

Colombia haya incumplido el Contrato, lo que haría procedente la 

interposición de tal remedio enervante de las pretensiones. 

 

Por lo expuesto, señalamos la inoperancia dentro de la causa tal 

mecanismo propuesto. 

 

VI.- CON RELACIÓN AL ACÁPITE DENOMINADO “PRUEBAS”. 

 
3 Consejo De Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección 

“A”, C.P. Hernán Andrade Rincón, Once (11) de Abril de Dos Mil Doce (2012), Rad. 

73001-23-31-000-1997-05591-01(17851), citante de las Sentencias “Sección Tercera”, 

entre otras, ver sentencias de 19 de septiembre de 2002, Exp.12726; de 15 de marzo de 

2001, Exp. 13415; del 14 de septiembre de 2000, Exp. 13530; del 17 de octubre de 1995, 

Exp. 8790; del 21 de febrero de 1992, Exp. 5857 y del 13 de abril de 1999, Exp. 10131. 



 

 

 

Señora Juez, estableció la Demandante dentro de su Capítulo 

intitulado “PRUEBAS”, lo siguiente: “Con el fin de que se tengan 

como pruebas, cuyo objeto es demostrar las afirmaciones hechas 

en la presente demanda, se allegan los siguientes documentos en 

medio archivo magnético:”, no obstante la afirmación realizada 

por el Apoderado de la Actora, al momento de contestar esta 

Demanda el Departamento de La Guajira, así como el Despacho de 

su Señoría, adolece de la Información contentiva y reseñada en 

abundancia en el Acápite de Pruebas, por lo que debe establecerse 

que tanto las Hipótesis sobre los hechos establecidas por la 

Demandante y sobre las consecuenciales Pretensiones se 

encuentran huérfanas de soporte Probatorio. 

 

La anterior circunstancia procesal identificada y señalada, 

necesariamente debe afectar las Pretensiones esgrimidas por la 

Demandante, toda vez que la decisión jurídica a adoptar no 

hallará soporte probatorio, debiendo establecerse para el asunto 

bajo Litis, que las hipótesis elevadas no encuentran apoyo en la 

necesaria prueba que debe correspondérsele.  

 

La anterior situación materializa el principio “Quid non est in 

actis non est in mundo”4, por lo que al no militar toda la 

probanza necesaria para arraigar la presencia de lo asertado por 

la Demandante, sus hipótesis se encuentran desprovistas de 

cualquier atisbo de éxito o prosperidad. 

 

VII.- CON RELACIÓN AL ACÁPITE DENOMINADO “DETERMINACIÓN DE LA 

CUANTÍA”. 

 

Al respecto señalamos que no hayamos objeción o error en la 

Cuantía expresada por la Demandante. 

 

VIII.- CON RELACIÓN AL ACÁPITE DENOMINADO “COMPETENCIA DEL JUEZ”. 

 

Al respecto señalamos que no hayamos objeción o error en la 

Competencia irrogada por la Demandante, así como en la aceptación 

de la misma expresada por el Despacho A Quo a través de la 

Admisión de la Demanda. 

 

IX.- RAZONES DE DEFENSA. 

 

Señora Juez, téngase como Razones de nuestra defensa todos y 

cada uno de los Argumentos desarrollados a lo largo de esta 

Contestación correspondientes a la Oposición adelantada respecto 

a los Hechos, las Pretensiones, los Fundamentos de Derecho y lo 

desarrollado respecto a la ausencia total de medios de 

Convicción, los cuales no obstante haber sido reseñados en la 

Demanda (Capítulo 7) dentro de los anexos puestos en conocimiento 

a esta Cuerda Procesal no reposa tal acervo probatorio. 

 

 
4 Literalmente o textualmente el aforismo se traduce como «Lo que no está en las 

actas, no está en el mundo»; empero, desde el mundo del Derecho Procesal, se interpreta 

la alocución como «lo que no está en el expediente, no existe en el proceso». 



 

 

X.- PRUEBAS: 

 

 

Solicito Señora Juez tener como Pruebas de los Argumentos de 

defensa las Documentales que se aportan con la presente 

contestación, los cuales consisten en: 

• Informe de supervisión del contrato de interventoría No. 

002 de 2015.Periodo AGOSTO 20 a SEPTIEMBRE 19 DE 2016. 

 

• Informe de actividades de interventoría para quinto 

desembolso de JUNIO 20 2018. 

 

XI.- ANEXOS: 

 

• Los Documentos aportados como Prueba de la Defensa. 

• Poder para actuar y sus anexos. 

 

XII.- NOTIFICACIONES: 

 

Recibo comunicaciones y notificaciones en las siguientes 

direcciones: 

 

EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA: Palacio de la Marina, Calle 1ra 

No. 6-05, de Riohacha, La Guajira, Distrito Especial, Turístico 

y Cultural, o al correo electrónico  

notificaciones@laguajira.gov.co. 

 

De usted, Atentamente 

 

 

 

 

POLADYS DAYANA VIDAL EFFER 

C.C. 1.032.385.701 de Bogotá D.C. 

T.P. 248.698 del C. S. de la J. 
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